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Resumen: El artículo de María Cecilia Vrani-
cich, Carla María Cerliani y Marina Pieretti 
describe el proceso de transformación del 
Ministerio Público de la Acusación (MPA) de 
la Provincia de Santa Fe durante el período 
2023-2025, caracterizado como una etapa 
de fortalecimiento institucional orientada a 
la persecución penal estratégica. El trabajo 
identifica tres ejes centrales de reforma: 
el fortalecimiento de la conducción insti-
tucional, mediante una reforma legal que 
consolidó la verticalidad del mando (Ley N° 
14.248) y una reforma constitucional que 
otorgó al MPA el estatus de órgano extrapo-
der; la focalización en objetivos priorizados, 
con la creación de equipos especializados 

para abordar mercados ilegales de armas, 
microtráfico, violencias de género, justicia 
penal juvenil y corrupción institucional; y 
la modernización de la gestión operativa, a 
través del rediseño del sistema de registro de 
casos, la implementación del sistema 0800-
MPA con lógica de triage y el desarrollo de 
herramientas de análisis criminal basadas 
en inteligencia artificial (Heimdall Analytics). 
Las autoras concluyen que la combinación 
de estas transformaciones representa un gi-
ro decisivo en la política criminal provincial: 
el pasaje de la expansión territorial hacia la 
focalización estratégica. No obstante, ad-
vierten que los desafíos pendientes residen 
en la consolidación cultural de los cambios, 
dado que la transición desde prácticas 
inerciales y burocráticas hacia protocolos 
estandarizados y una gestión por objetivos 
exige un esfuerzo sostenido de capacitación 
y monitoreo institucional.

Palabras clave: Persecución penal 
estratégica, Ministerio Público de la 
Acusación, Criminalidad organizada, 
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Gestión de casos, Política criminal

Persecución Penal Estratégica  
y Fortalecimiento Institucional:  
El modelo de gestión del MPA  
Santa Fe ante la criminalidad 
compleja (2023-2025)



81 Sistemas Judiciales

N°26
P

ub
lic

ac
ió

n 
de

l C
EJ

A
 e

 IN
EC

IP
  ―

 A
ño

 2
02

6

El modelo de gestión del MPA Santa Fe ante la criminalidad compleja (2023-2025)

I. Introducción

El Ministerio Público de la Acusación (MPA) 
de la Provincia de Santa Fe transita actual-
mente lo que hemos definido institucional-
mente como su tercera etapa de gestión 
desde su creación, en el marco del proceso 
de implementación del sistema acusatorio 
en la Provincia que empezó a regir en el año 
2014. Tras haber superado la fase fundacio-
nal y una etapa posterior de consolidación y 
expansión territorial, el organismo se enfren-
ta hoy al desafío del fortalecimiento institu-
cional, sobre todo a partir de que la nueva 
constitución provincial aprobada el año pa-
sado que instituyó al MPA como un órgano 
ajeno a los tres poderes tradicionales. Por su 
parte, este nuevo período no es una mera 
continuación lineal de los anteriores; su ini-
cio se vio marcado por un contexto de con-
flictividad social y criminal de altísima com-
plejidad que exige un quiebre con las lógicas 
inerciales de la administración de justicia.

La realidad delictiva de la provincia, carac-
terizada por el aumento de la violencia alta-
mente lesiva y la sofisticación de las organi-
zaciones criminales, ha puesto en crisis los 
modelos tradicionales de gestión judicial. El 
sistema acusatorio, si bien supuso un avance 
democratizador innegable, corría el riesgo 
de saturarse bajo el peso de una demanda 
masiva e indiferenciada. La premisa central 
de esta etapa de gestión es clara: adminis-
trar justicia en contextos de violencia extre-
ma y mercados ilegales requiere abando-
nar las respuestas automatizadas —la lógica 
del caso a caso— para adoptar una política 
de persecución penal transparente, objetiva, 
eficiente y, sobre todo, estratégica.

Para materializar esta visión, el MPA ha des-
plegado una estrategia integral sustentada 
en tres pilares fundamentales que se desa-
rrollarán a lo largo de este artículo:

 • El fortalecimiento de la 
conducción institucional, 
mediante reformas legislativas que 
otorgan herramientas de gobierno 
unificado a la Fiscalía General.

 • La focalización en objetivos 
prioritarios, definiendo qué se 
persigue y cómo, a través de 
equipos especializados y flexibles.

 • La revolución en la gestión operativa, 
que abarca desde la reingeniería de la 
carga de trabajo y el registro de casos 
hasta la modernización tecnológica 
de la flagrancia y el análisis criminal.

Este artículo se propone documentar y ana-
lizar estas transformaciones, no desde una 
perspectiva teórica abstracta, sino desde la 
descripción de los dispositivos concretos de 
gestión implementados para dar respuesta a 
la demanda ciudadana de seguridad y justicia.

II. Fortalecimiento de la 
conducción institucional

La eficacia de cualquier política de perse-
cución penal depende, en gran medida, de 
la toma de decisiones responsables y serias 
por parte de los órganos de gobierno y por 
la capacidad de la institución para ejecutar-
las de manera dinámica, coherente y unifi-
cada en todo su territorio. Uno de los diag-
nósticos iniciales fue que la anterior lógica 
colegiada de gobierno del MPA, a través de 
la Junta de Fiscales (conformada por cinco 
Fiscales Regionales y el Fiscal General), im-
plicaba una burocratización que ralentiza-
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ba decisiones y el funcionamiento eficien-
te y eficaz del MPA, sumado a una excesi-
va fragmentación de criterios. Ello dificul-
taba la implementación de estrategias pro-
vinciales comunes, generando respuestas 
dispares ante fenómenos delictivos idénti-
cos, más allá, por supuesto, de las caracte-
rísticas propias de cada región. Para rever-
tir esta inercia, hubo un proceso de fortaleci-
miento de la autoridad de la Fiscalía General 
que se materializó en dos hitos normativos 
sucesivos y complementarios: una reforma 
legal operativa en 2024 y una reforma cons-
titucional estructural en 2025.

II.A. La reforma legal. Verticalidad 
y unidad de actuación  
(Ley N° 14.248) 

El primer paso hacia la consolidación de un 
mando unificado se dio en enero de 2024 con 
la sanción de la Ley N° 14.248, que modificó 
aspectos sustanciales de la Ley Orgánica del 
MPA N° 13.013. Esta normativa vino a corregir 
la dispersión histórica en la política de per-
secución penal, dotando a la Fiscalía Gene-
ral de herramientas concretas de gobierno. 
La reforma redefinió el alcance de la autori-
dad del Fiscal General, otorgándole faculta-
des reforzadas que superan la mera coordi-
nación administrativa para ejercer una con-
ducción estratégica real. El cambio más tras-
cendental se operó sobre el artículo 32 de la 
Ley Orgánica, facultando al Fiscal General 
a impartir no solo instrucciones generales, 
sino también directivas particulares y funda-
das en orden a asuntos determinados. 

La modificación normativa fue decisiva para 
superar la visión de islas regionales, permi-

tiendo alinear a todos/as los/as fiscales de-
trás de objetivos priorizados y garantizando 
la unidad de actuación del organismo ante 
casos de gravedad institucional, conmoción 
social y casos priorizados. Asimismo, la ley 
ratificó a la Fiscalía General como la máxi-
ma autoridad en la organización y funciona-
miento administrativo (art. 14), lo que habili-
tó el rediseño de estructuras internas sin de-
pender de consensos burocráticos que ra-
lentizaba la toma de decisiones.

II.B. La reforma constitucional.  
El MPA como órgano extrapoder 

Si la reforma legal otorgó las herramientas 
de gestión, la constitucional de la Provincia 
de Santa Fe, sancionada el 10 de septiembre 
de 2025, otorgó el estatus institucional defi-
nitivo. La incorporación del Ministerio Públi-
co de la Acusación como un órgano extrapo-
der en el nuevo texto constitucional repre-
senta un salto de calidad institucional histó-
rico y un cambio de paradigma en la arqui-
tectura republicana de la provincia.

Este reconocimiento consagra la plena in-
dependencia del MPA respecto de los pode-
res Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y garanti-
za su autonomía funcional y autarquía finan-
ciera al más alto nivel normativo. Al desligar 
definitivamente al órgano acusador de la ór-
bita del Poder Judicial (y de la superinten-
dencia de la Corte Suprema), se valida el mo-
delo adversarial y se fortalece la imparciali-
dad de la persecución penal.

Este nuevo estatus no es un privilegio corpo-
rativo, sino una responsabilidad que implica 
una verdadera refundación del organismo. El 
carácter de extrapoder exige avanzar hacia la 
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sanción de una nueva Ley Orgánica integral, 
el diseño de un régimen disciplinario propio y 
la construcción de una carrera fiscal autóno-
ma, desafíos que marcarán la agenda de los 
próximos años. En definitiva, la combinación 
de la verticalidad operativa (Ley 14.248) y la in-
dependencia estructural ha dotado al MPA, 
por primera vez en su historia, de la fortaleza 
institucional necesaria para enfrentar a la cri-
minalidad organizada, sin condicionamien-
tos externos ni fragmentaciones internas.

III. Abordaje de la criminalidad 
organizada: del caso a caso 
a la visión de estructura 

La violencia altamente lesiva de la Provincia 
de Santa Fe encuentra su centro neurálgi-
co de despliegue en la ciudad de Rosario, no 
solo en cantidad de homicidios/femicidios, 
sino también en la utilización de armas de 
fuego que provocan muertes tentadas, he-
ridos/as, y se utilizan para generar intimida-
ciones, extorsiones, amenazas, comerciali-
zación de estupefacientes, entre otros fenó-
menos delictivos vinculados fundamental-
mente a disputas territoriales por mercados 
ilegales de estupefacientes. 

El modelo tradicional de organización de 
Fiscalías Especializadas por tipos penales 
perdió eficacia a tenor de la complejidad de 
la conformación de las organizaciones cri-
minales. Se generó la necesidad de estable-
cer nuevas formas organizacionales, confor-
mando equipos de fiscales en torno a Focos 
Investigativos (FI) con la finalidad de abordar 
el fenómeno criminal de manera integral, in-
teligente y estratégica. Su puesta en marcha 
implicó el desarrollo de un conjunto de ac-

ciones institucionales orientadas a generar 
modificaciones e innovaciones en los mode-
los organizacionales y en los procesos de tra-
bajo de las actuales Unidades Fiscales y Ór-
ganos de Apoyo a la Gestión.

Resultó necesario consolidar Áreas de Aná-
lisis Criminal Investigativas (ACI), como una 
herramienta o proceso sistemático de pro-
ducción de datos, informaciones y conoci-
miento criminológico para orientar el es-
fuerzo de persecución penal (medios y de-
cisiones) y mejorar la respuesta institucional. 

De esta manera, el MPA ha desplazado su 
foco de la persecución de hechos aislados 
hacia la desarticulación de organizaciones 
criminales mediante el análisis de patrones y 
el uso de tecnología. Mediante equipos espe-
cializados y flexibles, se ha logrado procesar y 
cruzar evidencia fragmentada para identifi-
car estructuras complejas, permitiendo vin-
cular hechos aparentemente inconexos y lo-
grar la detención de organizadores que ope-
ran de forma transversal en el territorio.

III.A. Impacto en los índices de violencia: 
resultados en el territorio 

La implementación de estas estrategias ha 
tenido un impacto directo y mensurable en 
la reducción de la violencia altamente lesiva 
en la provincia. 

2022 Muertes violentas total provincia 
406, total Departamento Rosario 290 
Heridos de Arma de Fuego total provin-
cia 1.382, Departamento Rosario 864

2023 Muertes violentas total provincia 
399, Departamento Rosario 262 Heridos 
de Arma de Fuego total provincia 1.322, 
Departamento Rosario 795
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2024 Muertes violentas total provincia 
180, Departamento Rosario 92 Heridos 
de Arma de Fuego total provincia 815, 
Departamento Rosario 351

2025 Muertes violentas total provincia 
208, Departamento Rosario 113 Heridos 
de Arma de Fuego total provincia 855, 
Departamento Rosario 398

III.B. Articulación multiagencial 

Para que el MPA funcione de manera diná-
mica y no burocrática, es vital el trabajo con-
junto con los restantes poderes del Estado en 
todos sus niveles: local, provincial y nacional. 
La persecución de los mercados ilegales y la 
intervención en territorios complejos solo es 
posible mediante la integración de informa-
ción y recursos con los ministerios de segu-
ridad y otras áreas como salud, educación, 
etc. Esta gestión multiagencial asegura que 
la respuesta del Estado sea integral y no solo 
judicial y temporaria, transformando la labor 
del MPA en una herramienta eficiente que 
responda a la demanda ciudadana de segu-
ridad y sobre todo que las estrategias de in-
tervención se sostengan en el tiempo.

IV. Persecución penal  
por objetivos priorizados

La definición de una política de persecución 
penal requiere, ante todo, un ejercicio de sin-
ceramiento: los recursos del sistema penal 
son finitos, mientras que la demanda es po-
tencialmente infinita. Pretender perseguirlo 
todo con la misma intensidad equivale, en la 
práctica, a no perseguir nada con eficacia. En 
este marco, se aprobó mediante la Resolu-
ción FG N° 174/2024 el “Plan de Persecución 
Penal por Objetivos Priorizados (2023-2025)”. 

Dicho Plan fue validado para el perío-
do 2026/2027 mediante Resolución FG N° 
607/2025. Este documento rector estable-
ce que la persecución penal no debe guiar-
se por la inercia del ingreso de causas, sino 

Figura: Muertes violentas 
por año y departamento

Figura: Heridos de arma de fuego 
por año y departamento 
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por un criterio político-criminal racional ba-
sado en el daño social. A continuación, se de-
tallan los dispositivos diseñados para abor-
dar los ejes centrales de este plan.

IV.A. El área de objetivos priorizados

Esta verticalidad consagrada en la ley se ha 
materializado operativamente con la sanción 
de las Resoluciones FG N° 433/2024 y 9/25. 
Esta norma dispone la creación del “Área de 
Gestión Estratégica y Persecución Penal por 
Objetivos Priorizados” dentro de la propia es-
tructura de la Fiscalía General. Este dispositi-
vo organizacional rompe con la inercia admi-
nistrativa de delegar la totalidad de la gestión 
operativa en las fiscalías regionales. Para ello, 
asigna fiscales específicos con alcance pro-
vincial para coordinar los ejes más sensibles 
de la política de persecución penal. Median-
te esta resolución, se han designado fiscal a 
cargo de la coordinación y a fiscales que coor-
dinan cada temática priorizada:

 – Violencia altamente lesiva  
y mercados ilegales.
 – Violencia institucional y corrupción 
 – en fuerzas de seguridad.
 – Violencias de género. 

 – Responsabilidad penal juvenil.

El objetivo de este diseño es garantizar que 
estos fenómenos sean investigados con es-
tándares uniformes y rigurosos en toda la 
provincia, superando las limitaciones o falta 
de recursos específicos que puedan sufrir las 
unidades fiscales locales.

IV.B. Mercados ilegales de armas  
 de fuego

La violencia lesiva en Santa Fe está indisolu-
blemente ligada a la proliferación de armas 

de fuego. Históricamente, se abordaba esta 
problemática de manera fragmentada: el 
hallazgo de un arma se investigaba como un 
delito de tenencia o portación en flagrancia 
o juicio, agotando la investigación en el se-
cuestro del material y la condena rápida del 
tenedor o portador. Si bien desde la Fiscalía 
General se realizaba una gestión de pericia 
y destrucción que aportaba información de 
calidad, la estrategia de investigación solía 
detenerse en el último eslabón de la cadena.

El nuevo modelo implementado cambia ra-
dicalmente el foco: el arma deja de ser el fin 
de la investigación para convertirse en el hilo 
conductor que permite desarticular mer-
cados ilegales. Bajo la órbita de los objeti-
vos priorizados, se ha constituido un equi-
po de trabajo que analiza la trazabilidad de 
las armas secuestradas. La persecución se 
orienta ahora a identificar flujos, proveedo-
res, acopiadores y rutas de distribución. Esto 
implica integrar la información en mesas 
de trabajo interinstitucionales (con organis-
mos como RENAR, Ministerio de Seguridad 
y Fuerzas Federales) y utilizar el análisis cri-
minal para detectar patrones de desvío de 
armas desde mercados legales o estatales 
hacia circuitos delictivos.

Se pasa así de una gestión administrativa del 
secuestro a una persecución penal del mer-
cado, un cambio de paradigma que en 2025 
ya ha arrojado resultados contundentes. Ac-
tualmente, se gestionan 7 investigaciones 
penales estratégicas (CUIJ) focalizadas en 
estructuras de provisión, para las cuales se 
desplegaron más de 100 allanamientos. La 
efectividad de esta persecución penal estra-
tégica se refleja en las condenas y medidas 
cautelares obtenidas: a la fecha contamos 
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con 14 personas condenadas, 17 personas en 
prisión preventiva efectiva y 4 imputados en 
libertad aguardando su audiencia prelimi-
nar, con gran cantidad de material controla-
do secuestrado y la clausura administrativa 
de una armería en la ciudad de Rosario.

En esta misma línea, el Sistema Automati-
zado de Identificación Balística (SAIB) se ha 
consolidado como una herramienta funda-
mental para establecer la trazabilidad del ar-
mamento utilizado en conflictos violentos. 
El rendimiento del sistema durante 2025 evi-
dencia un flujo de trabajo intensivo: se ingre-
saron un total de 2.819 vainas (1.803 incrimi-
nadas y 1.016 testigo) y 1.296 proyectiles (463 
incriminados y 868 testigos).

Este aporte anual robustece significativa-
mente la base de datos histórica, que ya acu-
mula 7.688 vainas y 4.117 proyectiles digitali-
zados. Lo crucial de este volumen de infor-
mación radica en su capacidad de cotejo au-
tomatizado: durante 2025, el sistema arrojó 
5.967 sugerencias de coincidencia (hits), de-
biendo luego realizar la confirmación con 
cotejo. Cada una de estas confirmaciones 
representa un nexo probado entre hechos 
aparentemente aislados, permitiendo a los 
equipos fiscales reconstruir el itinerario cri-
minal de un arma y avanzar sobre las estruc-
turas que las administran. 

IV.C. Violencia institucional  
 y corrupción funcional

La legitimidad del sistema de justicia de-
pende de su capacidad para controlarse a 
sí mismo y a las fuerzas de seguridad que le 
asisten. La persecución de la violencia ins-
titucional y la corrupción funcional presen-

ta desafíos particulares. La centralización de 
esta temática bajo la órbita de la Fiscalía Ge-
neral, a través del Área de Objetivos Prioriza-
dos, busca asegurar la independencia y efi-
cacia en las investigaciones. La designación 
de fiscales coordinadores específicos permi-
te un monitoreo constante de estas causas 
y asegura una respuesta institucional unifi-
cada ante hechos de gravedad institucional. 
Este diseño busca unificar las estrategias 
de investigación, evitar que la cercanía coti-
diana entre fiscales y personas investigadas 
que por los roles que desempeñan pueden 
pretender incidir ante los/as fiscales que tra-
bajan en su mismo ámbito territorial. 

IV.D. Microtráfico: una nueva   
 competencia estratégica 

La expansión de la competencia material del 
MPA ha sido significativa con la sanción de 
la Ley N° 14.239 de Adhesión a la Desfedera-
lización Parcial de la Competencia Penal en 
Materia de Estupefacientes. Esta ley no solo 
transfirió la competencia, sino que obligó a 
un diseño institucional específico para evitar 
que el sistema se sature con la persecución 
de consumidores.

La ley motivó la reciente creación de una 
Unidad Fiscal Especial con dependencia di-
recta de la Fiscalía General para coordinar la 
persecución del microtráfico. Las priorida-
des de persecución, fijadas normativamen-
te y profundizadas por las Resoluciones de 
la FG, son claras y excluyen la persecución 
del consumidor, focalizando la interven-
ción en mercados abiertos, espacios públi-
cos, utilización de armas de fuego, partici-
pación de organizaciones delictivas, involu-
cramiento de personas en situación de vul-
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nerabilidad y alteraciones significativas de 
la tranquilidad pública.

Estas definiciones institucionales configuran 
un modelo de persecución penal estratégi-
ca, orientado a incidir sobre los eslabones del 
microtráfico con mayor capacidad de gene-
ración de violencias. En este marco, el MPA 
es un órgano con facultades para impulsar 
la investigación penal de manera proactiva. 
En esta lógica, la ley establece la creación de 
una Unidad Fiscal Especializada en el ámbi-
to del MPA, lo que constituye otro eje central 
de la inserción de la misma en la política cri-
minal provincial. Dicha unidad, con depen-
dencia directa de la Fiscalía General, tiene a 
su cargo el diseño de la estrategia general de 
persecución penal, la priorización de casos, 
la conducción de la litigación y la coordina-
ción interinstitucional. 

Además, la ley regula la posibilidad de solici-
tar el cese del estado antijurídico para desac-
tivar los puntos de venta. Esta herramienta 
fue utilizada sobre todo en la ciudad de Ro-
sario en donde se identificaron los espacios 
predeterminados que se convirtieron en 
focos de violencia. De esta manera, se derri-
baron instalaciones y edificaciones donde se 
ejecutaron homicidios, se utilizaron para es-
conder productos de delitos, provocan que 
los/as vecinos/as no pudieran utilizar el espa-
cio público. El impacto de dichas medidas se 
puede analizar en consonancia con la baja 
de índices de violencias y denuncias realiza-
das en las zonas en que se realizaron inter-
venciones en torno al punto de venta.

IV.D.1. Impacto de la persecución 
penal del microtráfico en cifras 

La implementación de la Ley 14.239 de des-

federalización del microtráfico ha permitido 
al MPA desplegar una política de persecu-
ción activa y focalizada. Los indicadores de 
desempeño en los dos primeros años desde 
su implementación reflejan no solo el volu-
men de la demanda, sino fundamentalmen-
te el cambio cualitativo en la respuesta ins-
titucional, priorizando la desactivación de 
mercados abiertos y las investigaciones del 
comercio vinculado a la generación de vio-
lencia en el territorio santafecino.

En términos de ingresos y priorizaciones, 
desde la vigencia de la ley de desfederaliza-
ción el 29 de diciembre de 2023, se registraron 
en el sistema Heimdall la totalidad de los ano-
ticiamientos que recibió la institución en toda 
la provincia por acciones presuntamente vin-
culadas con microtráfico, el total de ingresos 
en estos dos primeros años es de 24.843 in-
gresos, el 56% de ellos se produjo en la Fisca-
lía Regional Rosario y el 26% en la Fiscalía Re-
gional Santa Fe; el resto en las Fiscalías Regio-
nales se divide de la siguiente manera: 7% en 
Rafaela, 6% en Reconquista y 4% en Venado 
Tuerto. De este universo, y siguiendo la lógi-
ca de priorización estratégica, se generaron 
3.106 CUIJs (Legajos Penales), lo que demues-
tra un filtro de trabajo orientado a la investiga-
ción efectiva sobre la mera tramitación admi-
nistrativa. Específicamente, el Equipo de Tra-
bajo sobre Microtráfico priorizó 1.104 investi-
gaciones de alto impacto en toda la provincia.

En cuanto a la operatividad del sistema 
penal, la actividad fiscal mostró una alta in-
tensidad en la etapa investigativa realizán-
dose, en este sentido, 2.721 allanamientos, 
los que constituyen una herramienta clave 
para la recolección de evidencias, la localiza-
ción de presuntos responsables y la incauta-
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ción de estupefacientes, como así también 
de armas, elementos utilizados para come-
ter hechos violentos, producto de otros deli-
tos, etc. Resulta relevante resaltar que se se-
cuestraron 760 armas de fuego en procedi-
mientos realizados en el marco de investiga-
ciones de microtráfico. 

Se registran un total de 16.283 personas como 
presuntas responsables, de las cuales, fruto 
de la priorización y la política criminal diseña-
da, se investigaron y se llevaron adelante en 
la provincia 1.404 audiencias imputativas con 
personas detenidas en donde se imputaron a 
2.471 individuos. Al 29 de diciembre de 2025, 
se encontraban privadas de libertad 644 per-
sonas en el marco de investigaciones por mi-
crotráfico, el 81% de ellas son varones cis, el 
18% mujeres cis y 2 personas trans.

Respecto a la forma en que culminan las in-
vestigaciones, se obtuvieron 273 condenas 
mediante procedimientos abreviados. Es re-
levante destacar que el 72,9% de estas perso-
nas fueron condenadas exclusivamente por 
delitos de microtráfico, mientras que el 27% 
restante por microtráfico en concurso con 
otros delitos, evidenciando la conexión con 
otras fenomenologías delictivas. Se realiza-
ron 2 juicios orales en los que se impuso con-
denas a las personas acusadas.

Finalmente, dos indicadores claves denotan 
el impacto en la reducción de la violencia y el 
control territorial. Por un lado, la inactivación 
de puntos de venta (bunkers): se autorizaron 
105 ceses del estado antijurídico los que con-
sisten en el derribo o la inactivación —me-
diante el bloqueo de aberturas u otras accio-
nes similares— de aquellas instalaciones en 
las que se encuentra acreditado su uso para 

la comercialización de estupefacientes. Esta 
acción posee un alto valor simbólico de re-
cuperación del espacio público y la presen-
cia estatal. 

IV.E. Justicia penal juvenil

Simultáneamente, la sanción de la Ley N° 
14.228 dispuso el traspaso de la incumben-
cia de justicia penal juvenil a la órbita del 
MPA y la implementación en la materia del 
sistema acusatorio. Esto implicó la creación 
de estructuras especializadas para abordar 
la responsabilidad penal adolescente. La es-
trategia, alineada con la Resolución FG N° 
433/2024, no se limita a replicar el viejo juz-
gado de menores, sino que busca integrar 
estas investigaciones a la persecución de la 
criminalidad organizada. Se reconoce que 
las bandas criminales reclutan activamente 
a jóvenes para la comisión de delitos violen-
tos; por tanto, la respuesta estatal debe ser 
especializada en el trato con el adolescente, 
pero sistémica en el análisis del fenómeno 
criminal que lo envuelve.

La resolución mencionada establece que es 
un área priorizada en torno a la política de 
persecución penal del MPA, se crea bajo la 
coordinación de objetivos priorizados la 
UFERPA (Unidad Fiscal Especializada en 
Responsabilidad Penal Adolescente), desde 
la que se propusieron criterios de prioriza-
ción y lineamientos político criminales espe-
cíficos para el área. Sobre la base de la reali-
dad de la provincia y el análisis de los expe-
dientes que nos fueron traspasados por los 
juzgados de menores, los hechos priorizados 
son: a) los que generen violencia altamente 
lesiva (homicidios y femicidios y sus tentati-
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vas; lesiones graves; hechos cometidos con 
armas de fuego); b) delitos cometidos en 
contextos de violencias de género y contra la 
integridad sexual; c) delitos contra la propie-
dad que generen grave daño; d) microtráfi-
co siempre que se encuentre vinculado a la 
generación de violencia o comisión de otros 
hechos delictivos. 

IV.F. Violencia de género y sexual 

La demanda de intervención del sistema 
penal en hechos vinculados a violencias de 
género en la Provincia es muy elevada, repre-
sentando casi la mitad de los ingresos de re-
querimientos a la institución. El MPA, como 
muchos ministerios públicos del país, no 
tenía una política de persecución penal defi-
nida en esta temática, lo que implicaba que 
todos los ingresos debían investigarse con la 
misma intensidad. En la práctica, dada la enti-
dad de la demanda y los recursos disponibles, 
se traduce en investigar todo para no respon-
der a nada, o dar respuestas de baja calidad.

Desde el área específica de la Coordinación 
de objetivos priorizados se diseñó una es-
tructura de trabajo que cumple los están-
dares en relación a la investigación, protec-
ción, abordaje y litigio de estos casos. Dicho 
diseño tuvo en cuenta la jurisprudencia local 
e internacional, como así también las reco-
mendaciones de los organismos que moni-
torean el cumplimiento de las convenciones 
internacionales (CEDAW, MESECVI, Comi-
té de los Derechos del Niño) para aplicar en 
todo el territorio de la Provincia. 

Las Fiscalías Regionales, junto con la im-
plementación del sistema acusatorio, fue-
ron creando Unidades Fiscales específicas 

en la temática; sin embargo, se advirtió que 
no había unificación en términos de qué tipo 
de casos debían intervenir, lo que demues-
tra poca claridad en definir a las violencias 
de género. Por ello, se delimitó el alcance de 
la incumbencia vinculada a los hechos com-
prendidos en la categoría de violencias de 
género, con el objeto de unificar criterios de 
actuación y definir los supuestos que deben 
ser abordados bajo dicha perspectiva.

Se confeccionó una Guía de Actuación para 
Fiscales del MPA en investigaciones de Vio-
lencia de Género y Delitos contra la Integri-
dad Sexual, orientada a unificar los procesos 
de trabajo y los criterios de actuación en ma-
teria de investigación y litigio, conforme a la 
política de persecución penal del MPA, en 
donde se establecen los lineamientos para 
el abordaje integral e interinstitucional de los 
conflictos cometidos en contextos de violen-
cias de género desde el sistema penal. Estos 
lineamientos tienen como objetivo fortalecer 
estrategias que posibiliten un abordaje inte-
gral e interinstitucional de los conflictos, op-
timizar los recursos institucionales, garanti-
zar respuestas eficaces y adecuadas a las víc-
timas, y favorecer una intervención articula-
da entre los distintos organismos y niveles de 
actuación, de modo de asegurar una gestión 
coherente, coordinada y con mayor impacto 
en la resolución de los mismos.

A fin de monitorear la implementación de los 
criterios propuestos, se intervino en la imple-
mentación de la reestructuración de la UFE 
en la temática en la Fiscalía Regional 2, prio-
rizando la sede de la Unidad Fiscal con asien-
to en la ciudad de Rosario. Ello obedece a la 
carga de trabajo que concentra dicha juris-
dicción, la cual, conforme al Informe de Ges-
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tión 2024, reúne aproximadamente el 53,3% 
de los delitos contra la integridad sexual y el 
46,9% de los hechos de violencia de género 
denunciados a nivel provincial. En una pri-
mera etapa se estableció la necesidad de 
realizar una evaluación de las investigacio-
nes abiertas y, en consecuencia, la revisión y 
desestimación y/o archivo de la carga de tra-
bajo histórica de la UFE, dicha labor estuvo a 
cargo de la fiscal coordinadora y la fiscal refe-
rente del área de la Fiscalía General. 

Por su parte, se diseñó y acompañó en la im-
plementación de áreas de trabajo en la UFE 
estableciendo áreas de trabajo y equipos ad-
ministrativos y de investigaciones comunes 
con el fin de visibilizar los criterios político-cri-
minales que se establecen. Dicho proceso se 
encuentra en plena implementación, la eva-
luación de los resultados del trabajo se verán 
en el primer semestre del presente año.

V. 	 La evolución en la gestión de la 
flagrancia: el sistema 0800-MPA

Si la persecución estratégica se ocupa de 
la alta complejidad, el sistema de flagran-
cia debía resolver la gestión eficiente del vo-
lumen masivo de delitos cotidianos que in-
gresan minuto a minuto. El modelo vigen-
te hasta 2024, dependiente de que un fiscal 
de turno atendiera llamados en su teléfono 
personal, resultaba anacrónico, inauditable y 
generador de disparidad de criterios. A par-
tir de diciembre de 2025, el MPA implemen-
tó el “Sistema de Consultas Centralizadas de 
Flagrancia y de Turnos (0800-MPA)”, transfor-
mando radicalmente la interacción entre la 
policía y la fiscalía.

V.A. El concepto de triage:  
filtrando la demanda

El nuevo sistema abandona el esquema des-
centralizado e informal. En su lugar, se esta-
blecen centrales de atención operativas las 
24 horas (en Santa Fe y Rosario) que aplican 
una lógica de triage para clasificar la deman-
da penal. Este filtro inteligente permite dis-
tinguir tres niveles de respuesta, optimizan-
do el recurso más escaso: el tiempo del fiscal.

Consultas Administrativas (Nivel A): Cues-
tiones no penales, consultas sobre paraderos 
o procedimientos menores que se resuelven 
y cierran en la propia central de atención, sin 
distraer al fiscal.
Protocolos de Activación Automática 
(Nivel B): Para hechos estandarizables donde 
no hay aprehendidos ni riesgo de vida inmi-
nente (como hurtos simples, hallazgos de ve-
hículos, accidentes sin lesionados graves), la 
policía ejecuta medidas preestablecidas (re-
levamiento de cámaras, actas de entrevista) 
sin necesidad de consulta fiscal previa. Esto 
agiliza el procedimiento y evita la burocracia 
telefónica.
Consulta Fiscal (Nivel C): Solo los hechos 
graves, con aprehendidos, o aquellos que 
requieren decisiones procesales complejas 
(allanamientos de urgencia, medidas caute-
lares) son derivados al fiscal de turno.
El sistema se apoya en herramientas tecno-
lógicas avanzadas: el software de telefonía IP 
Linphone y el sistema de gestión Heimdall. 
Esto permite la grabación y registro digital de 
todas las consultas. Esta innovación salda una 
deuda histórica en materia de control de ges-
tión: la caja negra de las consultas telefónicas 
desaparece. Ahora es posible auditar quién 
llamó, qué operador atendió, qué instrucción 
se dio y cuánto duró la respuesta. Asimismo, 
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se establecen protocolos de actuación obli-
gatorios y directivas de investigación que es-
tandarizan el accionar del Estado: ante un ho-
micidio, un abuso sexual o un hecho de vio-
lencia de género, la respuesta policial y fiscal 
ya no depende solamente de la voluntad indi-
vidual del operador de turno, sino de un pro-
tocolo reglado que asegura uniformidad en 
todo el territorio provincial.

VI. 	 Rediseño institucional para una 
gestión estratégica de la carga 
de trabajo

Para que la política de persecución estraté-
gica sea viable, fue indispensable limpiar la 
gestión diaria de la carga de trabajo. La infla-
ción de casos —donde un conflicto vecinal 
menor tenía el mismo estatus registral que 
un homicidio— impedía la asignación efi-
ciente de recursos.

VI.A. Nuevo sistema de registro  
y categorización 

Mediante la Resolución FG N° 211/2024, se 
implementó un nuevo esquema de catego-
rización de ingresos en el sistema informá-
tico Heimdall. Desde octubre de 2024, se 

abandonó la generación automática de CUIJ 
(Legajo de Investigación) para todo ingreso, 
instaurando una instancia previa de “Núme-
ro de Requerimiento”. Los ingresos ahora se 
clasifican en tres grandes universos:

Cuestiones no penales y contravencio-
nes: Conflictos que no constituyen delito y 
deben derivarse a otras agencias o métodos 
alternativos.

Cuestiones penales: Subdivididas en casos 
para análisis criminal (hechos con autores 
ignorados que alimentan bases de datos) y 
casos de abordaje temprano y multiagencial.

Cuestiones penales estratégicas: Esta eti-
queta se reserva para aquellos conflictos 
que, por su gravedad o complejidad, requie-
ren el despliegue activo de recursos investi-
gativos y la intervención directa de un fiscal.

Esta distinción permite medir con precisión 
la carga de trabajo real y evitar que las esta-
dísticas se inflen con conflictos administra-
tivos, revirtiendo la lógica del embudo que 
operaba en 2022. En aquel año, el ingreso 
masivo de 263.148 casos bajo formato CUIJ 
saturó el sistema, resultando en una tasa de 
audiencias imputativas de apenas el 4,6%.

Figura: Ingresos en 2022
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En contraste, los datos del primer semestre 
de 2025 muestran un rediseño funcional exi-
toso: de un total de 146.902 requerimientos 
ingresados, el 63,9% se contuvo administra-
tivamente (permaneciendo como requeri-
miento) y solo el 34,6% se transformó en un 

CUIJ penal (50.765 casos). Esta depuración 
permitió concentrar los recursos donde real-
mente importa, logrando que la tasa de au-
diencias imputativas se triplique, alcanzan-
do el 14,32%, y que las audiencias de prisión 
preventiva aumenten del 2,70% al 8,67%.

Figura: Requerimientos del primer semestre 2025

Figura: Audiencias 2022 vs 2025
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La eficacia de este proceso también se evi-
dencia con los primeros resultados del Plan 
Piloto aplicado al microtráfico, que funcionó 
como caso testigo del nuevo modelo. De un 
total de 9.826 ingresos registrados, solamen-
te el 35,4% (3.477 casos) ameritó la genera-
ción de un Legajo Penal (CUIJ). El 64,6% res-
tante —más de 4.700 requerimientos— fue 
gestionado administrativamente o acumu-
lado a investigaciones principales. Esto de-
muestra que el sistema logra evitar la disper-
sión de recursos, impidiendo que miles de 
trámites burocráticos se disfracen estadísti-
camente de investigaciones penales activas.

VI.B. Verificación y depuración  
de la carga histórica

Complementariamente, se inició un proceso 
de auditoría y verificación de la carga de tra-
bajo histórica a través de la Resolución FG N° 
442/2024. Este proceso detectó un volumen 
significativo de legajos abiertos en el siste-
ma que, en la práctica, estaban inactivos o 
asignados a fiscales que ya no cumplían fun-
ciones. Se definieron universos específicos 
de legajos a auditar (por ejemplo, aquellos 
creados entre 2014 y 2022 sin imputado co-
nocido). Para estos casos, se crearon etique-
tas de gestión como sin actividad (que los re-
tira de la bandeja de trabajo activa) y espera 
nueva evidencia (especialmente para homi-
cidios antiguos que no deben cerrarse, pero 
tampoco saturar la gestión diaria). 

La reasignación administrativa de estos le-
gajos ha sido fundamental para sincerar los 
indicadores de gestión. Se ha trabajado en 
el 2do Encuentro de Fiscales en talleres para 
poder dar solución definitiva a los casos que 
se encuentran sin actividad, sobre el cierre, 

las notificaciones y demás cuestiones que 
deben abordarse, como efectos secuestra-
dos, recursos, etc. 

Los monitoreos preliminares realizados por 
la Auditoría General de Gestión expusieron 
la magnitud de la distorsión administrativa 
que se busca corregir. Se detectó un univer-
so aproximado de 427.965 investigaciones 
históricas que carecían de asignación fiscal 
efectiva. Asimismo, el relevamiento eviden-
ció que una porción significativa de la carga 
supuestamente activa en el sistema corres-
pondía a casos fantasmas: en las Fiscalías 
Regionales de Venado Tuerto, Reconquista y 
Rafaela, entre el 14% y el 16,8% de los legajos 
abiertos figuraban asignados a fiscales que 
ya no prestaban funciones en la institución. 
La depuración de estos registros es el primer 
paso indispensable para sincerar la capaci-
dad de respuesta real del MP.
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VI.C. Análisis criminal e inteligencia  
de datos: Heimdall Analytics

Un salto cualitativo en la gestión del MPA 
no solo radica en cómo se ingresa la infor-
mación, sino en cómo se explota el uso de 
la misma. Para ello, se ha desarrollado Heim-
dall Analytics, una plataforma transversal 
que permite tanto a las fiscalías especializa-
das como a cualquier fiscal de cualquier lo-
calidad de la provincia acceder a herramien-
tas de análisis criminal avanzado. Esta herra-
mienta centraliza datos que antes estaban 
dispersos en diferentes sistemas o soportes 
físicos. Con incorporación de Inteligencia Ar-
tificial (IA) para tareas operativas críticas:

Conversión de audio a texto: Permite pro-
cesar miles de horas de escuchas telefóni-
cas (provenientes de la DAJUDECO) o graba-
ciones de audiencias, habilitando búsquedas 
por palabras clave que antes eran imposibles.

Reconocimiento facial: Facilita el cruce 
de imágenes de sospechosos con bases de 
datos en tiempo real.

Detección automática de objetos: La IA 
analiza evidencia visual (fotos y videos) para 
detectar y clasificar automáticamente ele-
mentos de interés investigativo, como armas 
de fuego, dinero en efectivo o estupefacien-
tes. Esto democratiza el acceso a la tecnolo-
gía de punta, fortaleciendo la capacidad in-
vestigativa y reduciendo drásticamente los 
tiempos de procesamiento de evidencia.

La validación empírica de estas herramien-
tas de análisis se concretó mediante el Plan 
Piloto Ludueña en Rosario. Utilizando Heim-
dall Analytics para procesar y cruzar eviden-
cia fragmentada, se logró vincular y esclare-
cer una cadena de 17 hechos delictivos gra-
ves, incluyendo 9 homicidios (uno de ellos 
triple) y tentativas de extorsión. El uso de in-

Figura: Total de legajos abiertos previo a la Resolución 442/24
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teligencia de datos permitió pasar de la in-
vestigación de hechos aislados a la desarti-
culación de la estructura criminal, logrando 
la imputación y prisión preventiva de 4 orga-
nizadores que operaban transversalmente 
en el territorio.

VII. La centralidad de la víctima: 
Proyecto Muninn y nuevas 
tecnologías

Dentro de las acciones de modernización se 
decidió priorizar dar una mejora sustancial 
en la atención a quienes sufren el delito o sus 
seres queridos. En consonancia con la Reso-
lución FG N° 487/2023, que prioriza los dere-
chos de las víctimas como lineamiento es-
tratégico, la Fiscalía General ha asumido un 
rol activo para garantizar una tutela judicial 
efectiva que supere el mero formalismo.

Actualmente, un equipo especializado den-
tro de la Secretaría de Gestión Estratégica 
y Víctimas de la Fiscalía General aborda las 
demandas de víctimas de manera centrali-
zada, proyectándose la creación de un De-
partamento específico para fortalecer ins-
titucionalmente esta área. El rol del Equipo 
de Atención a Víctimas como un articulador 
clave entre la persecución penal y la protec-
ción integral de los derechos de las perso-
nas afectadas. Bajo esta premisa, el aborda-
je de la víctima se define como un deber ju-
rídico del Estado y un componente central 
de la política criminal, superando la visión de 
la asistencia como una función meramen-
te accesoria. Para operativizar este aborda-
je en un territorio extenso y la masividad de 
consultas, se ha desarrollado el Proyecto Mu-
ninn, un portal de atención digital diseñado 

para canalizar la comunicación entre el MPA 
y las víctimas. 

Esta herramienta tecnológica permite no 
solo centralizar las consultas de manera se-
gura, sino también monitorear en tiempo 
real los plazos y la calidad de la respuesta ins-
titucional. Se busca combatir la revictimiza-
ción secundaria que genera la incertidum-
bre y la falta de información sobre el estado 
de la causa, siendo una de las principales de-
mandas recibidas de las distintas organiza-
ciones de víctimas. Asimismo, como com-
plemento a esta estrategia de cercanía digi-
tal, se encuentra en fase de desarrollo un Bot 
de asesoramiento y asistencia a víctimas, 
una herramienta basada en inteligencia ar-
tificial destinada a brindar orientación pri-
maria inmediata a las víctimas, asegurando 
accesibilidad y respuestas ágiles las 24 horas 
del día, los 365 días del año.

VIII. Conclusión

La evolución del modelo de gestión del Mi-
nisterio Público de la Acusación en el pe-
ríodo 2023-2025 demuestra un giro decisi-
vo en la política criminal de la provincia de 
Santa Fe: el paso de la expansión territorial 
hacia la focalización estratégica. La combi-
nación de reformas legislativas que fortale-
cieron la conducción vertical (Ley 14.248), la 
creación de áreas especializadas para fenó-
menos complejos (mercado ilegal de armas 
de fuego, microtráfico, delitos cometidos 
por funcionarios/as públicos/as y corrupción 
institucional, violencias de género y Justicia 
Penal Juvenil) y el diseño sostenido de una 
política de persecución penal con objetivos 
definidos, han dotado a la institución de he-
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rramientas robusta para enfrentar la crimi-
nalidad organizada.

La implementación de tecnología y proce-
sos modernos de gestión representa el cam-
bio más tangible en la operativa diaria. El sis-
tema 0800-MPA ha ordenado la puerta de 
entrada del sistema penal, eliminando la dis-
crecionalidad y aportando trazabilidad. El re-
diseño del registro de casos (Heimdall) y la 
depuración de la carga histórica han permi-
tido medir, por primera vez, la real demanda 
del MPA. Ambas herramientas —Heimda-
ll Analytics y el Proyecto Muninn— demues-
tran que la tecnología puede ponerse al ser-
vicio de la eficiencia investigativa y la empa-
tía con la víctima.

Los desafíos pendientes residen en la conso-
lidación cultural de estos cambios. La tran-
sición de prácticas inerciales y burocráticas 
hacia protocolos estandarizados y una ges-
tión por objetivos requiere un esfuerzo con-
tinuo de capacitación y monitoreo. Sin em-
bargo, el camino trazado sienta las bases 
para un Ministerio Público más eficiente, in-
teligente y capaz de ofrecer respuestas de 
calidad ante las diversas y complejas mani-
festaciones del conflicto penal en Santa Fe.
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